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			La verdadera igualdad no reside en el hecho de que la riqueza sea absolutamente la misma para todos, sino que ningún ciudadano 
sea tan rico como para poder comprar a otro y que no sea tan 
pobre como para verse forzado a venderse.



			JEAN-JACQUES ROUSSEAU, El contrato social (1762)




			Madre, yo al oro me humillo,

			él es mi amante y mi amado,

			pues de puro enamorado

			de continuo anda amarillo.

			Que pues doblón o sencillo

			hace todo cuanto quiero,

			poderoso caballero

			es don Dinero.



			FRANCISCO DE QUEVEDO (1648)




			No es que, en los Estados Unidos, como en otras partes, 
no haya ricos. No conozco ningún país en el que el amor al 
dinero tenga más amplio lugar en el corazón del hombre, y donde se profese un desprecio más profundo hacia la teoría de la igualdad permanente de los bienes.

			El pueblo no penetrará jamás en el laberinto oscuro del espíritu de la corte. Descubrirá siempre con dificultad la bajeza que se oculta en la elegancia de los modales, el rebuscamiento de los gustos y las finuras del lenguaje. Pero robar el tesoro público o vender por dinero los favores del Estado, esto lo comprende el primer miserable y puede jactarse de hacer otro tanto a su vez.



			ALEXIS DE TOCQUEVILLE, La democracia en América (1835)




			Tras la revolución de julio de 1830, cuando el banquero liberal Laffitte acompañó en su entrada triunfal en el ayuntamiento de 
París a su cómplice, el duque de Orleans dejó caer estas palabras: “Desde ahora, dominarán los banqueros”. Laffitte había 
traicionado el secreto de la revolución.

			La que dominó bajo Luis Felipe no fue la burguesía francesa sino una fracción de ella: los banqueros, los reyes de la Bolsa, los reyes de los ferrocarriles, los propietarios de minas de carbón y de hierro y de explotaciones forestales, y una parte de los terratenientes aliada a ellos: la llamada aristocracia financiera.



			KARL MARX, Las luchas de clases en Francia (1850)




			La corrupción es nuestra única esperanza. Mientras exista, habrá una justicia indulgente, y hasta los inocentes podrán salir bien parados de un tribunal.



			BERTOLT BRECHT, Madre Coraje y sus hijos (1941)








			Palabras iniciales






			Propósito de este libro

			Este no es un libro técnico, solo trata parcialmente el problema de la corrupción como un tema legal y de ciencia económica. Lo que se propone mostrar es por qué los especialistas han fracasado en sus intentos de definir la corrupción a nivel global, sus causas aparentemente diversas, difíciles de sistematizar, los principales personajes involucrados en ella, las consecuencias de sus actos, y la naturaleza ambigua de la reacción pública.

			En ese contexto, nuestro propósito será mostrar la sugestiva y variada percepción que provoca este fenómeno delictual y cuál es su impacto en el diario acontecer.

			Condenado y, en muchos casos, secretamente admirado, el corrupto del siglo XXI se esconde en instituciones financieras de alto nivel, que llegan a manejar inmensas cantidades de dinero y poder. Es el caso de Wall Street, en Estados Unidos, que provee de personajes e historias a decenas de libros de ficción, no ficción, películas y series de televisión: El lobo de Wall Street, Marseille, Billions, La gran apuesta, The Laundromat: Dinero sucio.

			¿Cómo se habla de la corrupción en el discurso social, en la calle, en los diversos medios de comunicación? ¿Cómo se la representa en el arte, la literatura, en los medios audiovisuales, y cuáles son los sectores de la vida más afectados por ella?

			La corrupción, incrementada rotundamente por la globalización, por la expansión del capital, por las nuevas tecnologías de la comunicación y por la ideología neoliberal, ha generado un universo de competencia por el dinero y el poder de dimensiones nunca vistas. Si bien en alguna época el crimen era local y la corrupción podía cubrir espacios regionales o nacionales, la velocidad de dichas operaciones y su contención podía demorar largo tiempo. La aparición de las tecnologías de la comunicación rompe los límites geográficos, aumenta la velocidad del accionar ilegal y genera posibilidades de anonimato que eran imposibles en épocas anteriores.

			Esta corrupción, apenas enmascarada y con una zona protegida por la invención de nuevas estratagemas, es la que tiene consecuencias no solo para la economía de la pobreza, la del precariado, sino para la de la extrema riqueza, que especula, acumula y defiende sus privilegios sin escrúpulos morales, llegando a utilizar desde maniobras ilícitas hasta el homicidio para sofocar todo acto de resistencia.

			Prueba de esto han sido los frecuentes asaltos violentos perpetrados en contra de denunciantes, de periodistas y de dirigentes sociales, en muchas ocasiones con participación de instituciones del Estado como la policía y los militares. En las últimas dos décadas, la mayoría de estos atentados tienen como causa algunas investigaciones que han puesto en evidencia acciones ilegales o criminales de las elites que manejan el mundo, esa gran familia que tiene total acceso al poder y que decide el destino de los recursos vitales para la supervivencia de grandes conglomerados humanos.

			Las nuevas reglas del reparto han sido producidas y legitimadas por sus miembros, para el uso lucrativo de estos y, en la casi totalidad de los casos, dichas reglas serán mayormente desconocidas por las poblaciones afectadas por su práctica.

			Una buena cantidad de investigaciones y artículos sobre la corrupción alegan que su definición es un asunto complejo, que las distintas culturas exhiben distintos grados de tolerancia hacia hábitos que no tienen el mismo peso ético en todos los ordenamientos sociales.

			Se ha tratado de definir corrupción en el marco de la relación público-privada, es decir, entre Estados, gobiernos y actores privados individuales o colectivos en el terreno económico, pero hay quienes postulan que la definición también puede extenderse al ámbito de las relaciones entre privados y que estas tienen un importante impacto negativo en el bienestar de diversas sociedades. Por otra parte, el neoliberalismo ha convertido al Estado en un instrumento de sus políticas económicas, con lo que la línea divisoria entre lo público y lo privado tiende a hacerse cada vez más difusa. Lo mismo ocurre con la separación entre las actividades económicas consideradas legítimas y las del “crimen organizado”, que ha buscado en la institucionalidad —o en la complicidad con actores del campo político o empresarial, en las redes bancarias y financieras— formas de ocultar sus maquinaciones millonarias.

			Esta confluencia de intereses hace que los crímenes cometidos por estas “organizaciones privadas” tengan su contraparte en gobiernos cómplices y en instituciones del Estado.

			La iniciativa anticorrupción de las Naciones Unidas

			Desde fines de los años noventa, surge una fuerte preocupación por lo que se percibe como una rápida expansión de la corrupción a nivel mundial. Lo que antes no era tema comienza a hacerse visible a través de los conflictos bélicos de la época. En las Naciones Unidas se comienza a elaborar la idea de que los instrumentos nacionales contra la corrupción no sirven para contener el fenómeno, que crece con la globalización.

			La organización genera, el 4 de diciembre del año 2000, la llamada Resolución 55/61, en la que estableció “un comité especial encargado de negociar un instrumento jurídico internacional eficaz contra la corrupción” y pidió al secretario general que constituyera un grupo intergubernamental de expertos, de composición abierta, a fin de que examinara y preparara un proyecto de mandato para la negociación de ese instrumento. En la Resolución 55/188, del 20 de diciembre del año 2000, invitó al Grupo Intergubernamental de Expertos, que debía constituirse de conformidad con lo dispuesto en la Resolución 55/61, a que “examinara la cuestión de los fondos transferidos ilícitamente y la repatriación de esos fondos a sus países de origen”, más las resoluciones relativas a la prevención de las prácticas corruptas y de la transferencia de fondos de origen ilícito. Para la lucha contra ellas y la repatriación de esos fondos a sus países de origen, se pidió al Comité Especial encargado de negociar una convención contra la corrupción que concluyera su labor para fines de 2003.

			Los imprevistos

			Hay una historia que antecede a la de la Convención de 2003, es la historia de la guerra del golfo. El 2 de agosto de 1990, por orden de Saddam Hussein, el ejército iraquí invade Kuwait, su país vecino, alegando robo de petróleo desde campos que pertenecían a Irak. Las defensas kuwaitíes caen rápidamente y huyen hacia Arabia Saudita. Los iraquíes toman la capital y con ella el 20 % de las reservas mundiales de petróleo. Ese mismo día, una reunión especial del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas condena unánimemente la invasión y exige el retiro de las fuerzas iraquíes de Kuwait. El día 6 de agosto, la Resolución 661 del Consejo de Seguridad impuso sanciones comerciales totales a Irak, excluyendo alimentos y medicinas, y estableció el Comité 661 para supervisar la aplicación de las sanciones.

			El 8 de agosto, la respuesta de Saddam Hussein fue anexar oficialmente a Kuwait, convirtiéndolo en una provincia más de Irak. La posibilidad de que se produjera la invasión de Arabia Saudita provocó que Estados Unidos y sus aliados europeos en la OTAN enviaran setecientos mil soldados y equipamiento hacia ese país y demandaran la retirada de los iraquíes. Ante la negativa de Saddam, y con autorización del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, la coalición comenzó una ofensiva el 16 de enero de 1991, bajo el nombre de Operación Tormenta del Desierto. El 28 de febrero, ante la completa derrota de las tropas iraquíes, se decretó un alto al fuego. El precio de la paz contenía la obligación, por parte de Irak, de deshacerse de todas sus armas de destrucción masiva y de misiles que tuvieran un alcance de ciento cincuenta kilómetros. Mientras no se cumpliera con esta condición las sanciones económicas continuarían.

			Es conocida la porfiada resistencia de Hussein, que no dejaba entrar o que obstaculizaba, por diversas razones, la visita del grupo de inspectores de Naciones Unidas, los cuales buscaban armas de destrucción masiva que nunca encontraron. Toda la década de los noventa, hasta el año 2003, en que los Estados Unidos e Inglaterra reiniciaron la guerra, Irak vivió bajo el régimen de sanciones.

			Previendo un desastre humanitario por falta de alimentos y medicina, en agosto de 1991 el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas propuso un programa que llamó Petróleo por Alimentos y que permitiría a Irak vender 1,6 billones de dólares, para ser administrados desde una cuenta especial por las Naciones Unidas. Con ese dinero Irak podía comprar, en el mercado extranjero, alimentos, medicinas y otros productos esenciales. Además, parte del dinero iría a compensar los daños materiales en Kuwait, parte de los gastos de la coalición y otra parte pagaría los gastos administrativos de la ONU.

			Como en principio Saddam se negó, el programa comenzó a implementarse solo cuatro años después. El 14 de abril de 1995, Hussein aceptó los términos de la resolución y Naciones Unidas permitió que Irak volviera a vender una parte de su petróleo para comprar alimentos y medicinas. El comprador pagaba en un sistema de cuenta fiduciaria, a la que el gobierno iraquí no podía acceder directamente. Las condiciones estaban establecidas para que se desatara la codicia sin límite de los benefactores.

			Grandes y pequeñas empresas se ofrecían como proveedores de los bienes que necesitaba Irak, vendían a sobreprecio y muchas veces de mala calidad los productos por los que recibían una cuota de petróleo, que se marcaba por debajo de los precios de mercado. Las ganancias podían ser enormes y la competencia por los contratos, feroz. Se buscaba el acceso a los directores de programa para obtener favores a través del tráfico de influencias, se sobornaba y la corrupción llegó a involucrar a políticos, compañías petroleras, empresarios, periodistas, ONG y funcionarios activos de las Naciones Unidas y de gobiernos miembros.

			Benon Sevan, el chipriota director del programa, fue acusado de recibir coimas de un traficante egipcio de petróleo, para conseguir cuotas favorables de parte de Hussein. A pedido de Kofi Annan, en abril del 2004 se había establecido un grupo para investigar las actividades fraudulentas en el programa de alimentos. Los investigadores, encabezados por el exsecretario del Tesoro de los Estados Unidos Paul Volcker, le hacían a Sevan una serie de acusaciones graves en el informe. Eso llevó al cuestionado funcionario a renunciar a la organización, un día antes de que el informe se hiciera público. El mismo año 2005 retornó a Chipre, su país natal, que no tiene tratado de extradición con los Estados Unidos.

			Pero el momento más penoso para Annan fue el ver aparecer en la lista de cuestionados a su propio hijo, Kojo. Este, según el informe, habría obtenido un empleo con una firma suiza, Cotecna, que ganó un millonario contrato con el programa después de nombrar al joven Annan como su asesor. Annan declaró no saber del vínculo de su hijo con la empresa cuando el contrato fue otorgado. La sospecha se mantuvo cuando aparecieron rumores de que su hermano Kobina también habría participado de actividades ilegales a través de sus conexiones con un empresario asociado a los escándalos.

			Si bien el informe Volcker absuelve a Kofi Annan de toda culpa, el secretario recibe pedidos de renuncia por parte de sectores, sobre todo estadounidenses, que nunca han querido a las Naciones Unidas. Al mismo tiempo, declara reconocer que hubo fallas en la administración del programa y que él asume la responsabilidad por sus deficiencias.

			La iniciativa de Naciones Unidas

			Desde esta perspectiva, parece aún más interesante el urgente trabajo de la Organización para formalizar el llamado a la convención contra la corrupción. El tratado multilateral, que se adoptó con fecha 31 de octubre de 2003 en Nueva York, y que entró en vigor en diciembre de 2005, no dejó de tener obstáculos, pero finalmente se concretó. La asamblea solicitó al secretario general que designara a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) como la secretaría para la Conferencia de los Estados Partes de la Convención. Con fecha de mayo de 2020, había ciento ochenta y siete ratificantes.

			La preocupación también comenzaba a manifestarse en un sector de las elites internacionales, que veían cómo al deterioro económico, que producía el descontrol que acompañaba a la globalización, se sumaba una rápida pérdida de confianza y credibilidad en las clases políticas. Si bien para algunos eso se solucionaba a través de medidas autoritarias, para otros la pobreza, la desigualdad y el descontento que producía la corrupción podían ocasionar conflictos sociales insospechados.

			En consecuencia, Naciones Unidas se hizo cargo de generar algunos acuerdos entre los países miembros, para poder frenar la corrupción que extendía sus tentáculos a nivel global, poniendo en peligro la estabilidad del sistema. Después de una serie de reuniones y la organización de grupos de estudio que elaborarían propuestas, se decide convocar a la asamblea para el año 2003.

			Al parecer en 2003 la inquietud por lo que se percibía como una rápida expansión de la corrupción, del crimen de cuello blanco y de las redes delictuales a nivel mundial, fuerza a Naciones Unidas a pronunciarse sobre el lado B del libre mercado. La corrupción deja de ser un problema local y se convierte en un fenómeno transnacional.

			Entonces había que estructurar un nuevo sistema de vigilancia, ya que el desarrollo de todo tipo de nuevos instrumentos y nuevas tretas facilitaba las acciones ilegales. El mejor ejemplo es la llamada contabilidad creativa, que el Dr. Kamal Naser define como “la transformación de los datos contables de lo que realmente son a lo que quienes los elaboran quieren que sean, aprovechando las facilidades que proporcionan las reglas existentes y/o ignorando alguna o todas ellas”. La utilización de estas prácticas contables se da a nivel corporativo, con resultados variados.

			Otros instrumentos, como las tecnologías de la información y la comunicación, puestas a disposición de las instituciones financieras multinacionales, provocaron un gran entusiasmo por la posibilidad de originar todo tipo de operaciones rápidas a larga distancia, pero, al mismo tiempo, generaban una desconfianza instintiva por lo que podía ser la utilización perversa de estos instrumentos.

			El problema de la definición de la corrupción se planteará desde el punto de vista de la legalidad de las acciones detectadas y desde la perspectiva moral. Eso permitía discursos emotivos, pero ineficientes. Cuando se están traficando enormes sumas de dinero, que debilitan las economías, pero que generan ganancias nunca vistas para bancos y empresas multinacionales, es difícil que el discurso ético tenga un impacto sólido y duradero. Por otra parte, la falta de un marco regulador adecuado y de leyes que cubran las nuevas áreas de acción, abiertas por las tecnologías mencionadas, que siempre van tres pasos por delante de la posibilidad de reglamentar, crea una complejidad difícil de remediar.

			En la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción en 2003, la resolución fue firmada, pero no logró un acuerdo claro y los documentos preparatorios así lo explicitan. Damos como ejemplo el informe del siguiente grupo de trabajo que, como se verá, a pesar de la buena voluntad de los participantes no tuvo un final feliz:

			Durante el sexto período de sesiones, en Viena, 21 de julio a 8 de agosto de 2003, se trabaja el Tema 3 del programa. Examen del proyecto de Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción. Propuestas y contribuciones recibidas de los gobiernos. Dice: “Resultado de la labor del grupo de trabajo oficioso de composición abierta coordinado por Pakistán sobre una nota para los travaux préparatoires relativa a la definición del término corrupción”.
Nota para los trabajos preliminares:
1. El presidente del grupo (Pakistán) propone el siguiente proyecto de nota para los travaux préparatoires relativa a la definición del término corrupción como base de ulteriores consultas: “El término corrupción se utiliza en la presente Convención para referirse a los actos penalizados en el capítulo III y a los actos que los Estados Parte puedan penalizar o ya hayan penalizado”.
Explicación:
2. Se aclara que el grupo de trabajo oficioso suspendió su debate acerca de las definiciones del término corrupción después de reconocer que ese debate estaba relacionado con ciertas cuestiones básicas que planteaban una marcada división que el grupo no estaba facultado para abordar.

			Es decir, no hay definición, aunque todos sabemos lo que es…

			Fue interesante comprobar que la presidencia de este grupo de trabajo estaba a cargo de Pakistán en el momento en que era presidente Pervez Musharraf. Este dictador militar, que había llegado al poder después de un golpe de Estado, terminó siendo condenado a muerte por traición, en ausencia, y en 2016 salió del país para instalarse definitivamente en Dubái, la ciudad-emirato considerada como el centro de operaciones del dinero sucio en los Emiratos Árabes Unidos. En 2018 el Departamento de Contraloría Nacional de Pakistán autorizó una investigación por corrupción en contra de Musharraf debido a que el general poseía más bienes de los que podría haber acumulado con sus ingresos.

			Hay que decir que, aunque se cuenta con otras definiciones hechas llegar por otros grupos de trabajo, finalmente se reconocerá la imposibilidad de una definición única y compartida por la unanimidad de los miembros. Es por eso que, cuando se hable de corrupción en las Naciones Unidas, se describirán metafóricamente sus características y las consecuencias de los actos corruptos. Esta opción la confirma el discurso de Kofi A. Annan, el entonces secretario general de las Naciones Unidas, en el prefacio de 2004 a la Resolución 58/4 de la Asamblea General, de 31 de octubre de 2003, donde escribe:

			La corrupción es una plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de consecuencias corrosivas para la sociedad. Socava la democracia y el Estado de derecho, da pie a violaciones de los derechos humanos, distorsiona los mercados, menoscaba la calidad de vida y permite el florecimiento de la delincuencia organizada, el terrorismo y otras amenazas a la seguridad humana. La corrupción perjudica desproporcionadamente a los pobres, al desviar fondos destinados al desarrollo, debilitando la capacidad del gobierno para proporcionar servicios básicos y desalentar la ayuda exterior y la inversión.

			Estas pueden ser algunas de las características y consecuencias de la corrupción, pero no constituyen su definición. Como dijimos, lo importante de esta declaración es el contexto histórico en que se produce, la posición de Annan frente a la guerra y los actos de corrupción perpetrados desde la misma organización. Casi diez años después, el 9 de diciembre de 2012, en parte de su “Mensaje del Secretario General con motivo del Día Internacional de Lucha contra la Corrupción”, el surcoreano Ban Ki-moon, dice:

			El costo de la corrupción se mide no solo en los miles de millones de dólares de recursos públicos que se malgastan o son robados, sino también, y en forma más cruda, en la falta de hospitales, escuelas, agua potable, caminos y puentes que se podrían haber provisto con ese dinero y que sin duda habrían cambiado la suerte de las familias y las comunidades. La corrupción malogra las oportunidades y crea desigualdades flagrantes. Socava los derechos humanos y la buena gobernanza, frena el crecimiento económico y distorsiona los mercados.
La corrupción también agudiza los problemas ambientales, a causa del vertimiento ilegal de residuos peligrosos y el comercio ilegal de la fauna y la flora, facilitados por el soborno y los incentivos encubiertos, que determinan a quién se han de adjudicar los contratos, en particular cuando se trata de proyectos de infraestructura a gran escala sumamente lucrativos.

			Al año siguiente, 2013, el mismo Ban Ki-moon declara:

			La corrupción impide el crecimiento económico al elevar los costos y socava la gestión sostenible del medioambiente y los recursos naturales. Asimismo, quebranta los derechos humanos fundamentales, agrava la pobreza e incrementa la desigualdad, al desviar fondos de la atención de la salud, la educación y otros servicios esenciales. Los efectos perniciosos de la corrupción los sienten miles de millones de personas en todo el mundo. Es fruto de la actividad criminal, el mal funcionamiento de las instituciones estatales y una débil gobernanza, a la vez que contribuye a estos fenómenos.
La buena gobernanza es esencial para el desarrollo sostenible y fundamental para combatir la delincuencia organizada. Cada eslabón de la cadena del tráfico está expuesto a la corrupción, desde las cantidades que los traficantes de armas y drogas pagan para sobornar a funcionarios corruptos hasta los permisos y licencias fraudulentos utilizados para facilitar el tráfico ilícito de recursos naturales.
La corrupción abunda también en el mundo del deporte y los negocios, y en los procesos de adquisiciones públicas. En la última década, el sector privado ha reconocido cada vez más su papel en la lucha contra la corrupción.

			Este mensaje ético, que se repite año tras año enfatizando los mismos elementos, resulta un poco ingenuo frente a la avalancha de despojos realizados por las que los sociólogos franceses Pierre Lascoumes y Carla Nagels llaman “las elites delincuentes”. Como muchas veces la vida supera a la ficción, en 2018, cuando el portugués António Guterres ya había asumido como el nuevo secretario general, se reveló en la prensa internacional que Joo Hyun Bahn, de treinta y nueve años, sobrino del honesto exsecretario general de las Naciones Unidas Ban Ki-moon, se había declarado culpable de cargos de corrupción en Estados Unidos, relacionados con un plan para sobornar a un funcionario extranjero y financiar la venta de un complejo de edificios en Vietnam.

			Aunque el tío no tiene la culpa, el fenómeno de parientes en distintos lados de la vereda se da con alguna frecuencia. Más habitual es el que le declara la guerra a la corrupción para transformarse luego en el corrupto número uno.

			Ese mismo año 2018, en el mensaje del secretario general correspondiente al Día contra la Corrupción, Guterres insistía en la lista de crímenes:

			La corrupción está presente en todos los países, ya sean ricos o pobres, del norte o del sur. Se trata de un ataque contra los valores de las Naciones Unidas.
Roba a las sociedades, escuelas, hospitales y otros servicios vitales, aleja la inversión extranjera y despoja a las naciones de sus recursos naturales.
Socava el Estado de derecho e incita a la comisión de delitos como el tráfico ilícito de personas, drogas y armamento.
La evasión fiscal, el blanqueo de dinero y otros flujos ilícitos desvían recursos que son muy necesarios para el desarrollo sostenible.
El Foro Económico Mundial cifra el costo de la corrupción en al menos 2,6 billones de dólares, o el 5 % del producto interno bruto mundial.
Según el Banco Mundial, las empresas y las personas pagan cada año más de un billón de dólares en sobornos.
La corrupción engendra más corrupción y fomenta una cultura destructiva de impunidad.
La Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción es uno de los principales instrumentos de que disponemos para avanzar en esta lucha.

			Y en el año 2020, el mismo Guterres expresaba:

			En los últimos años se han producido estallidos de ira y frustración contra líderes y gobiernos corruptos. En algunos países la gente ha salido a la calle para exigir justicia social y rendición de cuentas.
Por su parte, la crisis de la COVID-19 ha creado oportunidades adicionales para la corrupción, lo que se suma a esas graves preocupaciones. Los gobiernos están gastando rápidamente para volver a encarrilar la economía, prestar apoyo de emergencia y adquirir suministros médicos. La supervisión en esas circunstancias puede ser más débil, y el desarrollo de vacunas y tratamientos aumenta el riesgo de sobornos y especulación.
La corrupción priva de recursos a las personas que los necesitan, socava la confianza en las instituciones, exacerba las grandes desigualdades expuestas por el virus y crea obstáculos para una recuperación sólida. No podemos permitir que se malversen los fondos destinados a estimular la economía ni los recursos vitales para hacer frente a la emergencia.

			Por lo que atañe al “problema corrupción”, la labor preparatoria del Congreso de la ONU había resultado útil, al poner de relieve la existencia de, por lo menos, dos categorías amplias que diferían según el motivo o el objetivo: la primera son los actos de corrupción política, relacionados primordialmente con la adquisición o la conservación del poder político, como la compra de votos, las contribuciones ilegales a las campañas electorales, el clientelismo, conflicto de intereses u otros actos ilegales encaminados a la elección o reelección de un candidato determinado o al apoyo ilegal de nombramientos dentro de la administración pública; y en segundo lugar, los actos de corrupción directamente relacionados con el beneficio financiero, no solo para el político o el administrador que los cometía, sino también para el agente de la corrupción.

			Dichos actos incluían el soborno de la policía o de otros funcionarios públicos: inspectores, aduaneros, etcétera, para inducirles a cerrar los ojos ante las actividades ilícitas, y las retribuciones ilegales a políticos a cambio de contratos de obras públicas.

			¿Qué es entonces la corrupción?

			Entre las declaraciones de Kofi A. Annan y las de Ban Ki-moon, podemos recolectar una serie que comienza con “plaga, malgasto, robo, comercio ilegal, sobornos, incentivos encubiertos, elevación de costos, actividad criminal”, sin producir una definición que sintetice todos estos elementos que pertenecerían al área de lo ético y lo ilegal. Entonces, ¿cómo la definimos?

			Según Leslie Holmes en su libro ¿Qué es la corrupción?, el documento de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (Uncac) no la define “de manera unívoca”, y continúa: “Eso se debe en gran parte a que quienes redactaron la Uncac no pudieron ponerse de acuerdo en una definición”.

			Holmes añade que la organización anticorrupción, Transparencia Internacional, utiliza dos definiciones, “pero no se decanta por ninguna”:

			Para su producto más conocido, el Índice de Percepción de la Corrupción (IPC), hasta el 2012 utilizaba la definición que aún hoy es la más comúnmente citada: el abuso de un cargo público para obtener una ganancia privada. Esa definición es similar o incluso idéntica a la empleada por muchos otros organismos, como el Banco Mundial.

			La segunda definición es “el abuso del poder confiado a alguien para obtener una ganancia privada”. La diferencia entre estas dos, dice Holmes, sería que

			la primera exige la participación de un funcionario del Estado, mientras que la segunda, preferida también por Interpol, es más amplia y puede incluir el comportamiento ilícito de, por ejemplo, altos ejecutivos de empresas privadas e incluso la corrupción puramente dentro del sector privado.

			Ambas definiciones podrían ser discutidas en sus detalles. Pero como provienen de instituciones importantes, podemos conformarnos con la lista de rasgos de Naciones Unidas y con una o con las dos definiciones de Transparencia Internacional. Pero la verdad es que la corrupción en la vida diaria tiene muchos aspectos que serán definidos al interior de las comunidades donde se produce. Algunas comunidades tienen un rango de tolerancia con formas tradicionales de relación económico-sociales que en otras no se considerarían aceptables. Tales son el regalo o la propina que, sin considerarse soborno, facilitan la concreción de un negocio o la atención preferencial, y que son parte de los instrumentos de gestión admisibles en algunas sociedades. El facilitar una operación se ve entonces como “un favor” del facilitador y no como el deber de facilitar que le impone su cargo. Este tipo de relación se establece tanto a nivel público como privado y es característico de situaciones donde el diferencial de poder social entre la clase gerencial, que es parte de la institución económica, y sus clientes, resulta manifiesto.

			Hay que agregar a esto que la ubicación de los centros de poder social legítimo, en el momento actual, no siempre se corresponde con lo que llamamos el Estado. Por ejemplo, la capacidad de imponer decisiones o influirlas, que tiene el sector empresarial, hace que el campo en que se da tradicionalmente la relación de corrupción, situada en el eje individuo-instituciones públicas, se haya desplazado para integrar lo privado.

			Ha habido otros empeños de definir corrupción. En los registros de Naciones Unidas la lista de contribuciones hechas por las delegaciones de Turquía, Perú, Colombia, Filipinas y otros países con altos índices de corrupción tienen un elemento de ironía en ellos. Más que todo, parecen ser contribuciones teóricas, vinculadas a experiencias de delitos económicos que ellos no han podido contener en sus propias sociedades.

			Desde América Latina nuestra mirada necesita ser más amplia; por lo tanto, es mejor asumir la visión popular de qué es la corrupción y quiénes son los corruptos. No basta con abarcar los delitos del ámbito de lo público, de las relaciones del individuo con el Estado; hay que examinar el ámbito de lo privado, el manejo privado del Estado o toma del Estado y las distintas áreas de la vida social que se perciben como permeables a la corrupción.

			Las acciones de grupos involucrados en actos de corrupción se han vuelto tan descaradas que producen indignación, pero las penas son tan ridículas que han convertido en inútiles algunos de los esfuerzos por complejizar las explicaciones del fenómeno. Vivimos en una época donde la adoración del dinero, del consumo, de lo suntuario, hace que la carrera y los medios para conseguir los recursos sean tan burdos como los fines perseguidos.

			Aun así, en lo particular, el contexto cultural (política, religión, negocios) merece ser analizado. ¿Es posible desvincular la corrupción de la gran estafa, del robo de los recursos fiscales, del tráfico de influencias, de la participación del dinero en la política, de la trata de personas, de la prostitución y la pornografía infantil, de los “negocios” que se realizan en torno a los deportes, a las medicinas, del mal uso y apropiación de recursos fiscales por parte de las Fuerzas Armadas y otras instituciones que tienen acceso a los fondos que provienen de los impuestos pagados por la ciudadanía, para mantener el funcionamiento eficaz del aparato estatal en pro del “bien común”?

			La expansión imperial, las economías de guerra, los desarrollos tecnológicos y la apertura de nuevos mercados para la actividad humana crean nuevas posibilidades para el lucrativo ejercicio de la corrupción. La desintegración del mundo comunista dio lugar a la dominación casi total de los mercados por parte del neoliberalismo. No es que no hubiera corrupción en el bloque encabezado por la URSS, pero en la competencia por la hegemonía mundial el elemento ético jugaba un cierto papel de contención en la imagen que las potencias querían proyectar en el escenario planetario.

			Esa fachada de supremos valores morales, ya sea la solidaridad, el bien común o la defensa de la democracia y la libertad individual, la capacidad de control de las malas prácticas, de los monopolios, el abuso, la corrupción corporativa, etcétera, se desmoronó junto con el muro de Berlín.

			A fines del siglo XX, en la era de la supremacía de la economía financiera, la cantidad de recursos acaparados por los conglomerados multinacionales son palabras mayores: Bayer en el área de farmacéuticas, Monsanto en el sector agrícola, McDonald’s en la alimentación, JP Morgan Chase y el HSHC, en el sector bancario, Visa en tarjetas de crédito. La velocidad de las transacciones, producto de las tecnologías digitales de la comunicación, generan un espacio de comercio global que hace posible el desarrollo de una elite codiciosa, que cuenta con los instrumentos para manejar la mayor parte de la riqueza mundial. De ello da testimonio Peter Eigen, un exdirectivo del Banco Mundial y el fundador y presidente de Transparencia Internacional, para el que la corrupción es la mayor causa de pobreza y sufrimiento: “Las elites políticas y sus compinches continúan recibiendo coimas en cada oportunidad que se les presenta. Confabulados con hombres de negocio corruptos, han entrampado en la pobreza a naciones enteras y obstruido el desarrollo sustentable”.
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